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La región Guayana, en cuyo territorio palpita y co-
bra vida uno de los ecosistemas más importantes del 
mundo (el Amazonas) presenta importantes dificul-
tades con respecto al auge de la violencia armada, 

los supuestos enfrentamientos entre grupos delincuenciales 
y organismos de seguridad del Estado, signados por la au-
sencia de una investigación exhaustiva que ofrezca resulta-
dos y/o respuestas a la ciudadanía, la falta del acceso a la in-
formación, las telecomunicaciones y de interacciones entre 
sí a través de los medios de comunicación, las restricciones 
comunicacionales, la opacidad de la información, y las di-
ficultades para la investigación y documentación, derivadas 
de un estado de Emergencia Humanitaria Compleja, afectan 
considerablemente la visibilización de sus consecuencias en 
comunidades lugareñas, poblaciones especialmente vulnera-
bles como niños, niñas, adolescentes y mujeres y poblaciones 
periféricas con una mayor afectación en las comunidades in-
dígenas.

Así se contextualiza el Boletín trimestral de Codehciu, que 
permitirá  avanzar en la visibilización y denuncia de situa-
ciones que significan la violación de los derechos humanos, 
con énfasis  en la protección del derecho a la vida, de acuer-
do con los estándares internacionales, el cual monitoreamos 
desde los Observatorios: Observatorio de Violencia Armada 
con Enfoque de Género OVACEG, con alcance en los esta-
dos Bolívar y Monagas; y el Observatorio de Ejecuciones 
Extrajudiciales OEE, con alcance en el estado Bolívar. Ade-
más de la labor de promoción de los derechos humanos, de 
educación y de prevención en los casos de  la Trata interna 
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Ratificado por Venezuela en fecha: 
10/05/78. Con ratificación de sus 
dos Protocolos Facultativos

e internacional, fenómeno que adquiere fuerza en medio de 
la compleja situación económica y socio política del país y el 
fortalecimiento de grupos paraestatales, tales como colecti-
vos, sindicatos mineros, eln, de control que el Estado no ha 
contralado de manera efectiva.

Esta primera entrega, correspondiente a los meses junio 
- agosto, se enfoca además en presentar en visibilizar la si-
tuación de los pediátricos de la región,  una grave vulnera-
ción del derecho a la salud, protegido constitucionalmente 
como derecho fundamental y parte del derecho a la vida, art. 
83 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 
(CRBV) y en los Tratados Internacionales suscritos y  ratifi-
cados por República. El derecho a la salud significa también 
el derecho a disponer de bienes y servicios de calidad (art. 
117 CRBV)



de casos de violencia contra 
la mujer son denunciados

PACTO INTERNACIONAL DE  
DERECHOS ECONÓMICOS, 
SOCIALES Y CULTURALES” 
Ratificado por Venezuela en 
fecha: 10/05/78. Con ratificación 
Protocolo Facultativo en 2018

Ovaceg y OEE: Violencia sin control
Venezuela vive una emergencia  humanitaria com-

pleja, definida por la ONU como “el resultado de una 
combinación de factores que van desde inestabilidad 
política, quiebre y fragmentación del Estado, generan-
do conflictos y violencia, hasta el paulatino fracaso de 
políticas de desarrollo, desmoronamiento de la econo-
mía formal, desigualdades sociales y pobreza subyacen-
te. Por lo tanto, haciéndola acreedora de características 
como su prolongada duración en el tiempo y su afec-
tación en todos los ámbitos de la vida humana”. (Orga-
nización de las Naciones Unidas para la Alimentación 

y la Agricultura, http://www.fao.org/emergencies/ti-
pos-de-peligros-y-de-emergencias/emergencias-com-
plejas/es/) 

 Esta emergencia humanitaria en Venezuela no se 
desliga de la violencia. El mayor empobrecimiento de 
la población nacional, reflejado en la Encuesta de Con-
diciones de Vida (Encovi) 2017, influye no solo en el 
sostenimiento del alto índice criminal, sino en la apari-
ción de nuevos tipos de sucesos: La violencia vinculada 
a la precaria calidad  de vida: escasez de alimentos, falta 
de atención en salud y medicamentos y en los delitos 
relacionados con violencia sexual, como la prostitución 
forzada, la trata interna y la violación, los cuales han 
venido en aumento, evidenciando la vulnerabilidad de 
niñas, adolescentes y mujeres en estos contextos y que 
deben ser objeto de atención inmediata, en virtud de 
que en la mayoría de los casos no son denunciados, solo 
entre un 10% y 15% llegan a conocerse.

 El acceso a la información es cada vez más precario, 
debido a que muchas víctimas prefieren no denunciar 
por temor a represalias y por desconfianza en el sistema 
de justicia, de allí la importancia del acompañamien-
to, seguimiento y atención psicosocial que se les pueda 

brindar a las víctimas desde el OVACEG, y el el Obser-
vatorio de Ejecuciones Extrajudiciales o muertes poten-
cialmente ilícitas  (OEE)  en esta segunda etapa.

Si bien es cierto que en Venezuela, no existe técnica 
y  estrictamente un conflicto armado, de acuerdo con 
la definición del Derecho Internacional Humanitario 
(DIH), no es menos cierto que existe una proliferación 
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de formas de violencia  de menor intensidad, protago-
nizada por grupos de diferente índole que, utilizando 
armas u otras medidas de destrucción, provocan más de 
100 víctimas en un año”, lo cual de acuerdo con la  Es-
cola de Cultura de Pau. (2005), en el Informe sobre con-
flictos, derechos humanos y construcción de paz. (Ed. 
Icaria: Barcelona), puede entenderse como una forma 
llana de conflicto armado, por la letalidad e impacto de 
sus  resultados. 

En este orden de ideas, el fenómeno de la violencia, 
con énfasis en la violencia armada, se vuelve más dra-
mático no solo por la proliferación, libre circulación y 
uso de armas de fuego, sino por las  desigualdades so-
ciales, las  deficiencias en el ejercicio de derechos y de 
justicia que se observan en  el país como consecuen-
cia de la emergencia humanitaria compleja, que por su 
multifactorialidad tiene afectaciones en los distintos 

ámbitos de la vida de  las personas y la protección in-
tegral de los derechos, desde el fundamental derecho a 
la vida.

El estado Bolívar es uno de los estados más violen-
tos del país. El Observatorio Venezolano de Violencia 
(OVV) lo clasificó como la cuarta entidad más peligro-
sa de la nación en 2017 y su municipio más violento, El 
Callao, presentó una elevada tasa de homicidios de 816 
muertes por cada 100 mil habitantes en el año 2017. En-
contrando, en el 2018, su mayor expresión de violencia 
en los actos de barbarie  como la decapitación o des-
membramiento de  cuerpos, de los cuales han sucedi-
do seis en Ciudad Guayana y uno en Tumeremo. Entre 

ellos, dos han sido contra mujeres.            
Este contexto de incivilidad, decadencia y violencia 

armada siempre es propicio para aumentar la violencia 
de género y, en consecuencia, aumentar la cantidad de 
femicidios.

Inoperancia del Estado ante la violencia femicida 
que cobra vidas, en  detrimento del derecho a la vida y 
la seguridad ciudadana

En este contexto, el Ovaceg, mostró, en sus dos pri-
meros informes, las alarmantes cifras de violencia con-
tra la mujer: El primer documento, reflejó un total de 5 
femicidios en mayo, en el estado Bolívar, siendo este el 
mes con más violencia femicida registrada, con edades 
comprendidas entre 18 y 31 años. Junio tuvo un total de 
2 víctimas. El texto evidenció también el femicidio de 
9 mujeres por armas de fuego, 2 por arma blanca y una 
de la cual se desconoce el modo y motivo. El segundo 
informe Ovaceg expuso igual grado de violencia contra 
las mujeres, Bolívar tuvo 3 femicidios pasivos y 2 acti-
vos, edades entre los 18 y 39 años.

Alertamos sobre la violencia femicida en las zonas 
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mineras del estado Bolívar, que se inscribe en el contex-
to de la violencia generalizada, propia de  esa zona, pero 
que además ya es lugar común en San Félix  y Puer-
to Ordaz,  con un índice de impunidad de 96%; sólo 
dos casos han sido resueltos judicialmente. En febrero 
Angi Rodríguez, bolivarense, fue asesinada en la mina 
Cicapra en el municipio El Callao, luego de un enfren-
tamiento entre mineros 
y militares.

Asimismo dos muje-
res fueron asesinadas 
en el mismo municipio 
durante mayo y junio. 
La primera por sica-
riato, y de la segunda 
se desconoce el moti-
vo. El segundo informe 
del Ovaceg, visibilizó 
6 mujeres heridas por 
armas  de fuego, y una 
fallecida debido a una 
balacera en El Callao. 
Mientras que julio dejó 
5 víctimas, también por armas de fuego, y 3 asesinadas.  
Pero la violencia no solo alcanzó a las mujeres, un me-
nor de 13 años fue asesinado por un policía del estado 
Bolívar durante una protesta por falta de agua y luz en 
San Félix, a mediados de julio. 

Igualmente alarmante, resultó el asesinato del diputa-
do y dirigente del Partido Socialista Unido de Venezue-
la (PSUV), Aldrin Torres, y de su esposa Rebeca Núñez, 
quien era registradora civil del municipio Heres, fueron 
hallados en la autopista Ciudad Bolívar – Puerto Ordaz, 
y cuyos cadáveres fueron encontrados el 11 de agosto, 
después de 11 días desaparecidos. Es importante seña-

lar la magnitud de este hecho en el marco de las vul-
nerabilidades de la mujer en un contexto de violencia 
como el que se vive en el estado Bolívar, toda vez que el 
asesinato  de Rebeca Nuñez fue un daño colateral.

Monagas no escapó de la saña contra la mujer. Du-
rante abril y mayo de 2018 hubo dos mujeres asesina-
das por armas de fuego y tres heridas, según el primer 

informe. Mientras que 
el segundo documento 
Ovaceg reflejó que en-
tre junio y julio se re-
gistraron 2 femicidios 
pasivos y una niña víc-
tima de presunta  trata 
de personas, más una 
mujer herida. 

Hacemos hincapié 
en dos obligaciones 
fundamentales e inelu-
dibles del Estado vene-
zolano en materia  de 
violencia  femicida, la 
primera  de ellas la de-

bida diligencia, para hacer frente a todas las formas de 
violencia contra las mujeres. Venezuela ha creado una 
legislación especial de violencia contra la mujer, donde 
sanciona todo tipo de violencia por razones de género 
y cuya modificación en el año 2016, incluyó el delito de 
femicidio como un crimen especial contra la mujer, ha 
desarrollado programas para prevenir y erradicar esta 
particular forma de violencia por razones de género, ha 
creado un sistema institucional y judicial especializa-
do. Todas estas medidas son pasos positivos que deben 
ser  reconocidos, pero no son suficientes, revelan ino-
peratividad, falta la creación de políticas públicas, de 
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voluntad política para hacerle frente al delito, hay una 
carencia estructural, propia del contexto político y la 
desestructuración del Estado que revela un contexto de 
impunidad, que es la norma.

La segunda obligación es la investigación diferencia-
da, llamamos la atención sobre las  deficiencias e irregu-
laridades que presentan muchas de las investigaciones 
y los procesos abiertos en casos de violencia basada en 
género, en particular los casos de violencia armada, que 
fomentan la impunidad. Ambas obligaciones están con-
tenidas en el Modelo de Protocolo latinoamericano de 
investigación de las muertes violentas de mujeres por 
razones de Género  

Como organización defensora de los Derechos Huma-
nos, en Codehciu vemos con preocupación el aumento 
de asesinatos en Bolívar, y la impunidad que los arro-
pa. En consecuencia: Exhortamos al Estado a realizar 
investigaciones diferenciadas que aseguren la protec-
ción de niñas, adolescentes y mujeres afectadas por 
las condiciones de violencia en Bolívar y Monagas. 

La Constitución de la República Bolivariana de Ve-
nezuela, en su artículo 55, expresa que “los cuerpos de 
seguridad del Estado respetarán la dignidad y los dere-
chos humanos de todas las personas”, pero aun así exis-

ten funcionarios públicos involucrados en varios de los 
casos de homicidio. 

De esta forma el primer informe del Observatorio de 
Ejecuciones Extrajudiciales (OEE), a cargo de Codeh-
ciu, mostró la realidad en cifras de presuntos asesinatos 
a manos de funcionarios de los organismos de seguri-
dad del Estado.

12 presuntas ejecuciones extrajudiciales se registraron 
entre abril y agosto. Los organismos agresores involu-
crados, como lo registró el observatorio, fueron el Cuer-
po de Investigaciones Científicas Penales y Criminalís-
ticas (Cicpc), la Fuerza Armada Nacional Bolivariana 
(FANB) y la Policía del Estado Bolívar (PEB).

Mientras que en el municipio El Callao el OEE re-
gistró 3 casos de presuntas ejecuciones extrajudiciales, 
Caroní tuvo 9 (5 en Puerto Ordaz y 4 en San Félix). Las 
edades de las víctimas fueron entre 12 y 40 años.

La Constitución de la República Bolivariana de Ve-
nezuela, establece que el Estado “estará obligado a in-
vestigar y sancionar legalmente los delitos contra los 
derechos humanos cometidos por sus autoridades”.  
Dadas las circunstancias, desde el OEE, Codehciu ins-
ta a los órganos estadales competentes, tanto naciona-
les como regionales, a realizar las investigaciones co-
rrespondientes que permitan que los hechos puedan 
aclararse “de manera independiente, inmediata y con-
clusiva”; estos son una obligación ineludible e intrans-
ferible del Estado. 

Resulta igualmente inaceptable el hecho de que, bajo  
la custodia del Estado, hayan fallecido 3 personas, por 
problemas de salud asociados a precarias  condiciones 
sanitarias y presuntamente la contaminación por mala-
ria en los centros de detención del CICPC de Guaiparo, 
en ese  sentido, Codehciu reitera, la posición de garan-
te del Estado frente a las personas privadas de libertad, 
el Estado al privar de la libertad a una persona asume 
una responsabilidad especial de la que surgen deberes 
concretos de respeto y garantía de sus derechos, y de 
la que surge una fuerte presunción de responsabilidad 
internacional del Estado con respecto a los daños que 
sufren las personas mientras se encuentren bajo su cus-
todia. Codehciu reafirma que el derecho internacional 
de los derechos humanos exige al Estado garantizar los 

  El Modelo de Protocolo se basa en las normas y los estándares internacionales y regionales en materia de derechos humanos. Responde al llamado 
hecho por la Asamblea General  de las Naciones Unidas de fortalecer la respuesta de los sistemas penales y adoptar medidas destinadas a apoyar la 
capacidad de los Estados para investigar, perseguir y sancionar las muertes violentas de mujeres por razones de género. (Asamblea General de las 
Naciones Unidas, Resolución 68/191, Adopción de medidas contra el asesinato de mujeres y niñas por razones de género, 18 de diciembre de 2013, 
A/RES/68/191, párr. 6.)
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Tumeremo sigue en miedo constante ante la saña 
que mancha sus calles.



derechos de las personas que se encuentran bajo su cus-
todia. Consecuentemente, uno de los más importantes 
predicados de la responsabilidad internacional de los 

Estados en relación a los derechos humanos es velar por 
la vida y la integridad física y mental de las personas 
privadas de libertad.

“El Estado, al privar de libertad a una persona, se coloca en una espe-
cial posición de garante de su vida e integridad física. Al momento de 
detener a un individuo, el Estado lo introduce en una “institución total”, 
como es la prisión, en la cual los diversos aspectos de su vida se someten 
a una regulación fija, y se produce un alejamiento de su entorno natural y 
social, un control absoluto, una pérdida de intimidad, una limitación del 
espacio vital y, sobre todo, una radical disminución de las posibilidades 
de autoprotección. Todo ello hace que el acto de reclusión implique un 
compromiso específico y material de proteger la dignidad humana del 
recluso mientras esté bajo su custodia, lo que incluye su protección frente 
a las posibles circunstancias que puedan poner en peligro su vida, salud e 
integridad personal, entre otros derechos”. (Movimiento Prociudadanos, 
9 de octubre de 2018) 

  https://elmercurioweb.com/noticias/2018/10/9/prociudadanos-califica-de-crimen-de-estado-muerte-de-albn-comunicado2

La Policía del estado Bolívar 
es uno de los organismos 
presuntamente implicados 
en algunos de los casos 
registrados del OEE.

De la masacre de Tumeremo en 2016. Dos años después, siguen habiendo 
grupos de delincuencia organizada que dejan un rastro de muerte.

Hay un aumento de las muertes potencialmente ilícitas en el estado 
Bolívar.
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Caos del transporte público sin soluciones
Ciudadanos del estado Bolívar aún padecen por el 

transporte público y estos alertan que el servicio va de 
mal en peor. 

Entre los meses de mayo y junio hubo cinco protestas 
por la precaria prestación del servicio de transporte pú-
blico, a esto se sumó una protesta de transportistas que 
paralizó la movilización de Ciudad Guayana por un día, 
en el mes de mayo. Las paradas abarrotadas de usuarios 
de transporte público fueron evidencia del descontento y 
descontrol. El 30 de mayo, los trabajadores de Transbolí-
var, estatal adscrita a la gobernación, llevaron a cabo una 

huelga debido a incumplimientos laborales y despidos. 
Las quejas de los usuarios también giran en torno al 

descontrol de los precios del pasaje, que son fijados por 
los choferes sin la aprobación del Instituto Municipal de 
Transporte, Tránsito y Vialidad (IMTTV). 

La carencia de unidades también entorpece la movi-
lidad de los Guayacitanos, ya que hay poca circulación 
de transporte público durante los días de semana, pero 
cuentan con vehículos clandestinos que ponen en ries-
go su seguridad en la vía, como camionetas pick up y 
camiones, todos ellos sin las condiciones de seguridad 
de un transporte público.
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Bolívar sin pediátricos 
La salud es un derecho social fundamental, obliga-

ción del Estado, que lo garantizará como parte del de-
recho a la vida. (art. 83 CRBV)

El derecho a la salud siguió presentando graves retro-
cesos durante este trimestre. La carencia de medicinas, el 
cierre de pediátricos en hospitales, denuncias por bajos 
insumos y fuga de médicos y enfermeras. Se siguen su-

mando los conflictos en el sector salud del estado Bolívar. 
Las precarias condiciones en las que se encuentra la 

atención sanitaria en Venezuela, en medio de la emer-
gencia humanitaria compleja compromete el bienestar 
físico de la población y, de muchos grupos de personas 
cuya vida está enlazada con la disponibilidad de recur-
sos médicos. Mayo terminó con denuncias de trabaja-
dores del sector salud, quienes exhortaron al Estado, 



mediante una petición al Ministerio de Proceso Social 
del Trabajo, la retribución de beneficios sociales, y aler-
taron la carencia de insumos en los hospitales. 

Ese mismo mes hubo una alerta ante el incremento de 
la mortalidad infantil por la crisis pediátrica en Guaya-
na, luego de dos meses del cierre del Centro Pediátrico 
Menca de Leoni, en San Félix, por problemas de conta-
minación y estructura. 

Lo mismo ocurriría meses después con el cierre del 
pediátrico del hospital Uyapar en Puerto Ordaz, denun-
ciado por profesionales de la salud y el diputado a la 
Asamblea Nacional, José Trujillo Vera. 

Desde Codehciu exhortamos al Estado para que ge-
nere políticas adecuadas para el manejo de recursos y 
que asegure el acceso a la salud de cada ciudadano. El 
artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos indica que toda persona tiene derecho a un 
nivel de vida que le asegure la salud, el bienestar, la asis-
tencia médica y a los servicios sociales necesarios. En 
ese mismo sentido, el artículo 12 del Pacto Internacio-

nal de los derechos Económicos  Sociales y Culturales, 
establece el derecho al más alto nivel posible de salud. 
Establece la obligación de adoptar medidas para reducir 
la mortinatalidad y la mortalidad infantil; asegurar el 
sano desarrollo de los niños; mejorar la higiene del tra-
bajo y del medio ambiente; prevenir y tratar enferme-
dades epidémicas, endémicas y profesionales, así como 
asegurar la asistencia médica a todos.

El 19 de agosto Codehciu reportó una protesta del gre-
mio en la plaza Monumento CVG, en Alta Vista, Ciudad 
Guayana. En la manifestación, enfermeras, doctores y 
ciudadanos afectados por la falta de insumos y pediátri-
cos reclamaron su derecho humano a la salud. En la mis-
ma manifestación, el gremio aseguró que hasta agosto se 
habían dejado de atender al menos 14 mil niños por la 
falta de pediátricos. El derecho, es un  derecho funda-
mental, obligación del Estado, y parte del derecho a la 
vida (artículo 83 constitucional) . Asimismo es el Estado 
el encargado de promover y desarrollar políticas orien-
tadas a elevar la calidad de vida y el bienestar colectivo. 

“La situación es crítica. El Uyapar está colapsado, Guaiparo está total-
mente cerrado. No tenemos dónde atender a los niños, no tenemos medi-
camentos, y se mueren niños a diario. No es uno, prácticamente son 4 o 
7, todos los días”; así lo denunció Mirelys Elinor, enfermera del hospi-
tal Raúl Leoni, para Codehciu. La situación actual del derecho a la sa-
lud en el estado Bolívar, reviste características críticas, que describen la 
emergencia humanitaria compleja, es obligación del Estado venezolano 
abordarla de manera urgente e inmediata y tomar todas las medidas ne-
cesarias, dentro del cumplimiento estricto de los parámetros que fija la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y conforme a las 
normas y estándares que establecen los pactos internacionales en mate-
ria de derechos humanos, a fin de solucionar los problemas que la causan 
y proteger a las personas en riesgo con la diligencia debida para evitar 
que éstos tengan consecuencias para su vida y salud.
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